PARTICIPACIÓN DE LA SEÑORA MINISTRA OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS, EN EL SEGUNDO ENCUENTRO NACIONAL PARA EL TRATAMIENTO DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO, ORGANIZADO POR EL GOBIERNO DEL ESTADO DE MICHOACÁN A TRAVÉS DEL INSTITUTO MICHOACANO DE LA MUJER Y DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO, EL 27 DE AGOSTO DE 2004, EN LA CASA DE GOBIERNO, EN LA CIUDAD DE MORELIA, MICHOACÁN.

LA APLICACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES RELATIVOS A LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES EN MÉXICO. 

Presente, no futurismo, de una realidad que ha costado mucho conseguir.

“Si alguna vez viera el mundo un tiempo en que las mujeres se unen pura y simplemente por el bien y beneficio de la humanidad, será este un poder como el mundo nunca ha conocido.”

Mathew Arnold.

( (
Una deuda muy grande de gratitud, una respuesta “proporcional” a los esfuerzos tenaces que realizaron, personalmente, tanto las asociaciones de abogadas de Michoacán, como el Tribunal Superior de esta entidad, el Instituto Michoacano de la mujer y otras asociaciones de abogadas, me hacen exclamar, primero que nada en esta mañana: ¡gracias por su hospitalidad y sus esfuerzos! Yo trataré de corresponderlos con estas palabras que para mi representan mucho por su contenido, pero más aún por el foro en el que serán pronunciadas.

Durante muchos años, las mujeres fuimos internacionalmente ignoradas. Por una u otra razón, la comunidad internacional nos negó el beneficio del reconocimiento y la protección que otorga la celebración de un instrumento internacional. No fue sino hasta el año de 1976, año internacional de la mujer, por cierto, que comenzó a trabajarse en un proyecto de tratado que recogiera el principio cada vez más reconocido de la igualdad femenina. De tal suerte que, hasta 1979, se adoptó la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación (CEDAW), primera carta de los derechos humanos de las mujeres.

La aplicación de la Convención a nivel nacional e internacional es significativa porque ella constituye el instrumento jurídico más importante que se ocupa de la igualdad de la mujer. El objetivo básico de la Convención es la erradicación de la discriminación contra la mujer y, por consecuencia, el logro de su igualdad sustantiva, o sea, no sólo la igualdad de jure, sino la igualdad de facto, igualdad de resultados prácticos.

La Convención se estructura en cinco partes: en la primera se establecen los principios y compromisos generales; la segunda aborda la eliminación de la discriminación contra la mujer en las  áreas sociales, incluyendo la atención específica a las mujeres rurales; la cuarta parte se refiere a los asuntos de familia y la igualdad ante la ley; la parte quinta contiene las disposiciones para el seguimiento y aplicación de la Convención.

Una característica sui géneris de la Convención es que al definir la discriminación contra la mujer, lo hace en forma amplia abarcando varias cuestiones: señala qué acciones o prácticas conforman una discriminación (artículo 1) al estipular que “toda distinción, exclusión o restricción” constituye una discriminación; también prohíbe la discriminación activa y pasiva, o sea, la intencional y la no intencional, cuando se dice: “que tenga por objeto o resultado”. Igualmente, la Convención hace referencia no sólo a las acciones del Estado o de sus organismos, sino también a las que realizan personas físicas o morales (organizaciones o empresas), como se advierte en el artículo 2 (inciso e).

Posteriormente, en el ámbito interamericano, se expidió la CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER.
El objetivo fundamental de esta Convención es proteger los derechos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan afectarla, tales como: acciones que puedan causarle la muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico, tanto en el ámbito público como en el privado.

La Convención se estructura en cinco capítulos: en el primero, define en qué consiste la violencia y establece el ámbito de aplicación de la Convención; el segundo aborda los derechos que esta Convención consagra a favor de la mujer, tales como: el derecho a que se respete su vida, el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral así como la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia, el derecho a la libertad y a la seguridad personales, el derecho a no ser sometida a torturas, el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley, el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes que la ampare contra actos que violen sus derechos, el derecho a libertad de asociación, el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley, y  el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones; en la tercera parte se establecen los deberes de los Estados Partes; en tanto que la cuarta se refiere a la obligación de los Estados Partes de informar a la Comisión Interamericana de Mujeres de los mecanismos de protección adoptados para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer
[1], para asistir a la mujer afectada por violencia, así como sobre las dificultades que observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la violencia  contra la mujer; en la parte quinta se establecen los principios y compromisos generales de la Convención.
Estos instrumentos internacionales protegen el derecho que toda mujer tiene a que en el país en donde vive se le asegure la tutela, el goce y el ejercicio de otros derechos en condiciones de igualdad con el varón, dentro del marco de la vida familiar; y está estrechamente ligado con la posibilidad que tienen las mujeres de ejercer otros derechos más fuera de la familia, como los siguientes: 

1. El derecho a tener idéntica capacidad jurídica que el varón, las mismas oportunidades de: celebrar contratos
[2]; comprar, administrar, gozar y disponer de los bienes; heredar. El Estado mexicano ha de disponer lo necesario para evitar que las leyes que regulan las relaciones familiares impidan o limiten esa capacidad.

2. El derecho a la igualdad en materia de libertades de: tránsito; educación y atención de los estudios sin tener que renunciar a ellos para ocuparse del hogar y con las mismas oportunidades que los varones; elegir nacionalidad
[3] y decidir sobre la de los hijos sin que el matrimonio tenga efectos automáticos a ese respecto; elegir residencia
[4] de manera independiente del estado civil; elegir apellido, profesión y ocupación. 

3. Las Libertades de elegir cónyuge, contraer matrimonio y fundar familia atendiendo al libre albedrío, sin que el hecho de ser mujer conlleve alguna forma de coacción o reglamentación diversa de las que resulten del hecho de ser varón. 

4. El derecho a la igualdad de responsabilidades. Para lograr la cabal protección de este derecho se debe: disponer servicios que ayuden a las mujeres a descargarse de parte de las tareas domésticas
[5]; combatir los impedimentos de la participación masculina en el cuidado de los hijos, el trabajo doméstico y la aportación de alimentos a sus familias aunque no vivan con ellas; y procurar la armonización de las responsabilidades de las mujeres y los hombres en lo que respecta al trabajo y la familia. 

5. El derecho a una vida libre de violencia dentro de la familia, que no es sino el derecho a vivir en paz de las mujeres en el ámbito doméstico. 

6. El derecho de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, a un trato igual en todas las etapas del procedimiento, a interponer recursos judiciales, a obtener una sentencia que se ejecute, a tener reconocida la personalidad jurídica. 
Estas dos convenciones, son quizá las más importantes en la materia; pero el camino que han seguido los tratados sobre derechos humanos de las mujeres, que en un principio se concebían como cartas de buenas intenciones, ha evolucionado de manera muy favorable. De tal suerte que hoy podemos afirmar que existen un buen número de convenios en materia de derechos humanos que son susceptibles de aplicación en nuestro país. Entre otros derechos contenidos en dichos convenios están:

* El derecho a que se le respete a la mujer su nacionalidad o el derecho a cambiarla. Este derecho se refiere a los conflictos de ley y de práctica en materia de nacionalidad a causa de las disposiciones sobre la pérdida y la adquisición de la nacionalidad de la mujer como resultado del matrimonio, de su disolución, o del cambio de nacionalidad del marido durante el matrimonio (Convención Sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada).

* El derecho a respetar la dignidad y el valor de la persona humana. Se refiere a que prácticas como la prostitución, la trata de personas para fines de prostitución, o tantos otros más que van en demérito de la condición femenina, son incompatibles con estos derechos, ya que ponen en peligro el bienestar del individuo, de la familia y de la comunidad (Convención para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena)
[6].

* Igualdad entre hombres y mujeres en el goce y ejercicio de los derechos civiles (Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Civiles de la Mujer).

* Igualdad entre el hombre y la mujer en el disfrute y ejercicio de los derechos políticos
[7], esto es, el derecho a participar en el gobierno de su país directamente o por conducto de representantes libremente escogidos, y a iguales oportunidades de ingreso en el servicio público de su país (Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer). 

Una búsqueda sobre los tratados en materia de derechos de las mujeres en México, nos arroja una lista bastante numerosa, de la que, en esta ocasión, verbalmente solo me referiré al título de cada convención, pero que en la versión escrita de esta ponencia aparece integra, incluso con fechas de ratificación, celebración y publicación:

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES

Status: VIGENTE

Convención sobre Nacionalidad de la Mujer. (Ver reservas y declaraciones formuladas por México). (Depositario: Uruguay del texto de la Convención; OEA, de los instrumentos de ratificación)

Lugar de adopción: Montevideo, Uruguay

Fecha de adopción: 26/Diciembre/1933 

Vinculación de Méx.:27/Enero/1936 Ratificado Méx.

Entrada en Vigor:29/agosto/1934 E.V.G. 

27/Enero/1936 E.V.M. 

Publicado: 7/abril/1936 DOF

Localización: COLECCIÓN DE TRATADOS T.VII. p.87

RESERVAS: "El Gobierno de México se reserva el derecho de no aplicar la presente Convención en aquellos casos que estén en oposición con el Artículo 20 de la Ley de Nacionalidad y Naturalización, la cual establece que la mujer extranjera que se case con mexicano, queda naturalizada por virtud de la ley, siempre que tenga o establezca su domicilio dentro del territorio nacional"

Estados Parte: Argentina; Brasil; Canadá; Chile; Colombia; Costa Rica; Cuba; Dominica; Ecuador; Estados Unidos; Guatemala; Honduras; México; Nicaragua; Panamá; Uruguay; Venezuela

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES

Status: VIGENTE

Convenio Internacional del Trabajo No. 45 relativo al Empleo de las Mujeres en los Trabajos Subterráneos de toda clase de Minas (Depositario: OIT)

Lugar de adopción: Ginebra, Suiza

Fecha de adopción: 21/Junio/1935 

Vinculación de Méx.:21/Febrero/1938 Ratificado Méx.

Entrada en Vigor:30/Mayo/1937 E.V.G. 

21/Febrero/1939 E.V.M. 

Publicado: 21/Abril/1938 DOF

Localización: COLECCIÓN DE TRATADOS T.VII, p.395

U.N.T.S., 627

Estados Parte: Afganistán; Alemania; Angola; Arabia Saudita; Argentina; Austria; Azerbaiyán; Bahamas; Bangladesh; Belarús; Bélgica; Bolivia; Bosnia y Herzegovina; Brasil; Bulgaria; Camerún; China; Chipre; Costa Rica; Costa de Marfil; Croacia; Cuba; Djibouti; Ecuador; Egipto; Eslovaquia; Eslovenia; España; Estonia; Federación de Rusia; Fidji; Francia; Gabrilón; Ghana; Grecia; Guatemala; Guinea; Guinea Bissau; Guyana; Haití; Honduras; Hungría; India; Indonesia; Islas Salomón; Italia; Japón; Kenya; Kirguistán; Lesotho; Líbano; Macedonia; Malasia (Peninsular); Malawi; Malta; Marruecos; México; Nicaragua; Nigeria; Pakistán; Panamá; Papúa Nueva Guinea; Polonia; Portugal; República Checa; República Dominicana; Sierra Leona; Singapur; Siria; Somalia; Sri Lanka; Sudáfrica; Suiza; Swazilandia; Tanzania; Tayikistán; Túnez; Turquía; Ucrania; Uganda; Venezuela; Vietnam; Yugoslavia; Zimbabwe

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES

Status: VIGENTE

Protocolo que Modifica el Convenio para la Represión para la Trata de

Mujeres y Niños, concluido en Ginebra el 30 de septiembre de 1921 y el

Convenio para la represión de la trata de mujeres mayores de edad,

concluido en la misma ciudad el 11 de octubre de 1933. (Depositario:

ONU)

Lugar de adopción: Lake Success, Nueva York, EUA

Fecha de adopción: 12/Noviembre/1947 

Vinculación de Méx.:12/Noviembre/1947 Firma definitiva de México

Entrada en Vigor:12/Noviembre/1947 E.V.G. 

12/Noviembre/1947 E.V.M. 

Publicado: 19/Octubre/1949 DOF

Localización: COLECCIÓN DE TRATADOS T.X,p.647

U.N.T.S., 770

Estados Parte: 

Afganistán; Albania; Alemania; Australia; Austria; Bélgica; Brasil; Canadá; China; Costa de Marfil; Cuba; Dinamarca; Egipto; Eslovaquia; Federación de Rusia; Finlandia; Grecia; Hungría; India; Irlanda; Italia; Jamaica; Líbano; Luxemburgo; Malta; México; Mayoanmar; Nicaragua; Níger; Noruega; Países Bajos; Pakistán; Polonia; República Checa; Rumania; Sierra Leona; Singapur; Siria; Sudáfrica; Suecia; Turquía; Yugoslavia

Notas:

Fue abrogado por el Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena del 21 de marzo de 1950, sin embargo, sigue rigiendo en las relaciones de México con los Estados en tanto no sean Parte del citado Convenio. Las Enmiendas consignadas en el Anexo del Protocolo entraron en vigor para los Convenios de 1921 y 1933, el 24 de abril de 1950

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES

Status: VIGENTE

Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Políticos a la Mujer. (Depositario: OEA)

Lugar de adopción: Bogotá, Colombia

Fecha de adopción: 2/Mayo/1948 

Vinculación de Méx.:24/Marzo/1981 Adhesión Méx.

Entrada en Vigor:24/Marzo/1981 E.V.M. 

Publicado: 29/Abril/1981 DOF

Localización: COLECCIÓN DE TRATADOS Apéndice I,p.149

U.N.T.S., 24375

Estados Parte: Argentina; Brasil; Canadá; Chile; Colombia; Costa Rica; Cuba; Dominica; República Dominicana; Ecuador; El Salvador; Guatemala; Haití; Honduras; México; Nicaragua; Panamá; Paraguay; Perú; Suriname; Estados Unidos; Uruguay; Venezuela

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES

Status: VIGENTE

Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena y Protocolo Final. (Depositario: ONU)

Lugar de adopción: Lake Success, Nueva York, EUA

Fecha de adopción: 21/Marzo/1950 

Vinculación de Méx.:21/Febrero/1956 Adhesión Méx.

Entrada en Vigor:25/Julio/1951 E.V.G. 

21/Mayo/1956 E.V.M. 

Publicado: 19/Junio/1956 DOF

Localización: COLECCIÓN DE TRATADOS T.XII, p.17

U.N.T.S., 1342

Estados Parte: Afganistán; Albania; Argelia; Argentina; Azerbaiján; Bangladesh; Belarús; Bélgica; Bolivia; Bosnia y Herzegovina; Brasil; Bulgaria; Burkina Fasso; Camerún; Chipre; Corea del Sur; Croacia; Costa de Marfil; Congo; Cuba; Djibouti; Ecuador; Egipto; Eslovaquia; Eslovenia; España; Etiopía; Federación de Rusia; Filipinas; Finlandia; Francia; Guinea; Haití; Honduras; Hungría; India; Irak; Israel; Italia; Japón; Jordania; Kirguistán; Kuwait; Laos; Letonia; Liberia; Libia; Luxemburgo; Macedonia; Madagascar; Malawi; Malí; Marruecos; Mauritania; México; Mayoanmar; Níger; Noruega; Pakistán; Polonia; Portugal; Rumania; Senegal; Seychelles; Singapur; Siria; Sri Lanka; Sudáfrica; Tayikistán; Togo; Ucrania; Venezuela; Yemen; Yugoslavia; Zimbabwe

Notas: Las disposiciones del presente Convenio abrogan en las relaciones entre las Partes Contratantes del mismo, las disposiciones de los siguientes instrumentos internacionales, cada uno de los cuales se considerará caducado cuando todas las Partes en el mismo hayan llegado a ser Parte del presente Convenio. 1. Acuerdo Internacional del 18 de mayo de 1904 para la represión de la trata de mujeres modificado por el Protocolo del 3 de diciembre de 1948. (No está en vigor para México). 2. Convenio Internacional del 4 de mayo de 1910 para la represión de la trata de blancas modificado por el precitado Protocolo (No está en vigor para México). 3. Convenio Internacional del 30 de septiembre de 1921 para la represión de la Trata de Mujeres y Niños modificado por el Protocolo del 12 de noviembre de 1947. 4. Convenio Internacional del 11 de octubre de 1933 para la represión de la Trata de Mayores de Edad, modificado por el precitado Protocolo.

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES

Status: VIGENTE

Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer. (Depositario: ONU)

Lugar de adopción: Nueva York, N.Y., EUA

Fecha de adopción: 31/Marzo/1953 

Vinculación de Méx.:23/Marzo/1981 Ratificado Méx.

Entrada en Vigor:7/Julio/1954 E.V.G. 

21/Junio/1981 E.V.M. 

Publicado: 28/Abril/1981 DOF

Localización: COLECCIÓN DE TRATADOS Apéndice I,p.227

U.N.T.S., 2613

Estados Parte: Afganistán; Albania; Alemania; Angola; Antigua y Barbuda; Argentina; Australia; Austria; Bahamas; Barbados; Bangladesh; Belarús; Bélgica; Bolivia; Bosnia y Herzegovina; Brasil; Bulgaria; Burundi; Canadá; Chile; China; Chipre; Colombia; Congo; Corea del Sur; Costa Rica; Costa de Marfil; Croacia; Cuba; Dinamarca; Ecuador; Egipto; Eslovaquia; Eslovenia; España; Estados Unidos; Etiopía; Federación de Rusia; Fiji; Filipinas; Finlandia; Francia; Gabrilón; Ghana; Grecia; Guatemala; Guinea; Haití; Hungría; India; Indonesia; Irlanda; Islandia; Islas Salomón; Israel; Italia; Jamaica; Japón; Jordania; Kazajstán; Kirguistán; Laos; Lesotho; Letonia; Líbano; Liberia; Libia; Luxemburgo; Macedonia; Madagascar; Malawi; Malí; Malta; Marruecos; Mauricio; Mauritania; México; Mongolia; Nepal; Nicaragua; Níger; Nigeria; Noruega; Nueva Zelandia; Países Bajos; Pakistán; Papúa Nueva Guinea; Paraguay; Perú; Polonia; Reino Unido; República Centroafricana; República Checa; República Democrática del Congo; República Dominicana; Rumania; San Vicente y las Granadinas; Senegal; Sierra Leona; Suecia; Suiza; Tailandia; Tanzania; Tayikistán; Trinidad y Tobago; Túnez; Turquía; Turkmenistán; Ucrania; Uganda; Uzbekistán; Venezuela; Yemen; Yugoslavia; Zambia; Zimbabrilwe

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES

Status: VIGENTE

Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada. (Depositario: ONU)

Lugar de adopción:  Nueva York, N.Y., EUA

Fecha de adopción: 20/Febrero/1957 

Vinculación de Méx.:4/Abril/1979 Adhesión Méx.

Entrada en Vigor:11/Agosto/1958 E.V.G. 

3/Julio/1979 E.V.M. 

Publicado: 25/Octubre/1979 DOF

Localización: COLECCIÓN DE TRATADOS Apéndice I,p.297

U.N.T.S., 4468

Estados Parte:

Albania; Alemania; Antigua y Barbuda; Argentina; Armenia; Australia; Austria; Azerbaiyán; Bahamas; Barbados; Belarús; Bosnia y Herzegovina; Brasil; Bulgaria; Canadá; Chipre; Costa de Marfil; Croacia; Cuba; Dinamarca; Ecuador; Eslovaquia; Eslovenia; Federación de Rusia; Fidji; Finlandia; Ghana; Guatemala; Hungría; Irlanda; Islandia; Israel; Jamaica; Jordania; Kazajstán; Kirguistán; Letonia; Lesotho; Libia; Luxemburgo; Macedonia; Malasia; Malawi; Malí; Malta; Mauricio; México; Nicaragua; Noruega; Nueva Zelandia; Países Bajos; Polonia; Reino Unido; República Checa; República Dominicana; Rumania; Santa Lucía; San Vicente y las Granadinas; Sierra Leona; Singapur; Sri Lanka; Sudáfrica; Suecia; Swazilandia; Tanzania; Trinidad y Tobago; Túnez; Ucrania; Uganda; Venezuela; Yugoslavia; Zambia; Zimbabwe

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES

Status: VIGENTE

Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer. (Depositario: ONU)(Ver declaraciones formuladas por México)

Lugar de adopción:  Nueva York, N.Y., EUA

Fecha de adopción: 18/Diciembre/1979 

Vinculación de Méx.:23/Marzo/1981 Ratificado Méx.

Entrada en Vigor:3/Septiembre/1981 E.V.G. 

3/Septiembre/1981 E.V.M. 

Publicado: 12/Mayo/1981 DOF

18/Junio/1981 DOF Fe de Erratas 

Localización:  COLECCIÓN DE TRATADOS T.XXIII,p.413

U.N.T.S., 20378

RESERVAS: "Al suscribir, ad referendum, la Convención sobre todas las formas de Discriminación contra la Mujer, abierta a firma por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 1979, el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos declara, que se deberá entender que las disposiciones de esta Convención que corresponden esencialmente, con lo previsto por la legislación mexicana se aplicarán en la República, conforme a las modalidades y procedimientos prescritos por esta legislación y que el otorgamiento de prestaciones, materiales que pudiesen resultar de la Convención se harán en la medida que lo permitan los recursos con que cuenten los Estados Unidos Mexicanos"
Notas:

Nota: Mediante decreto del H. Senado de la República, del 9 de diciembre de 1999, publicado en el DOF, el 1 de marzo de 2000, se aprobó el retiro de la Declaración Interpretativa, formulada por el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos al momento de suscribir la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial contra la mujer de 1979.

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES

Status: VIGENTE

Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Civiles a la Mujer. (Depositario: OEA)

Lugar de adopción: Bogotá, Colombia

Fecha de adopción: 2/Mayo/1948 

Vinculación de Méx.:11/Agosto/1954 Ratificado Méx.

Entrada en Vigor:11/Agosto/1954 E.V.M. 

Publicado: 16/Noviembre/1954 DOF

Localización: COLECCIÓN DE TRATADOS T.X, p.711

U.N.T.S., 24374

Estados Parte: Argentina; Brasil; Canadá; Chile; Colombia; Costa Rica; Cuba; Dominica; República Dominicana; Ecuador; El Salvador; Guatemala; Haití; Honduras; México; Nicaragua; Panamá; Paraguay; Perú; Suriname; Uruguay; Venezuela

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES

Status: VIGENTE

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención de Belem do Para" (Depositario: OEA)

Lugar de adopción:  Belem do Para, Brasil

Fecha de adopción: 9/Junio/1994 

Vinculación de Méx.:12/Noviembre/1998 Ratificado Méx.

Entrada en Vigor:15/Marzo/1995 E.V.G. 

12/Diciembre/1998 E.V.M. 

Publicado: 19/Enero/1999 DOF

Localización: COLECCIÓN DE TRATADOS T. LIII, p. 757

Estados Parte: Antigua y Barbuda; Argentina; Bahamas; Barbados; Belice; Bolivia; Brasil; Chile; Colombia; Costa Rica; Dominica; Ecuador; El Salvador; Granada; Guatemala; Guyana; Haití; Honduras; México; Nicaragua; Panamá; Paraguay; Perú; República Dominicana; San Vicente y las Granadinas; Santa Lucía; San Cristóbal y Nieves; Uruguay; Venezuela

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES DE LOS QUE MÉXICO ES CONTRATANTE

Status: NO ESTA EN VIGOR

Enmienda al Párrafo 1 del Artículo 20 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Aún no está en vigor)

Lugar de adopción: Nueva York, N.Y.

Fecha de adopción: 22/Diciembre/1995 

Vinculación de Méx.:16/Septiembre/1996 Ratificado Méx.

Publicado: 2/Enero/1997 DOF

Localización: COLECCIÓN DE TRATADOS T. LII, p. 195

Categoría: TRATADOS MULTILATERALES

Status: VIGENTE

Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Depositario: ONU)

Lugar de adopción: Nueva York, N.Y.

Fecha de adopción: 6/Octubre/1999 

México firmó el 10 de diciembre de 1999 

Vinculación de Méx.:15/Marzo/2002 Ratificado Méx.

Entrada en Vigor:22/Diciembre/2000 E.V.G. 
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Pese a la enorme cantidad de tratados que hemos celebrado sobre la materia, subsiste un problema de muy antigua discusión, que no ha sido definido aún de manera contundente: el de las relaciones entre el Derecho Internacional y el Derecho Interno, el tema de la aplicación específica de los tratados internacionales en el territorio del país firmante.
Visto de esta manera, el asunto se torna inicialmente un problema de jerarquía de las normas y, en consecuencia, de fuentes del derecho. Es decir, en nuestra perspectiva, el problema esencial en materia de aplicación de tratados al interior de un Estado, consiste en la adaptación que de las normas internacionales se haga en su Derecho Interno, y en el lugar que este le asigna a esas normas. Un problema eminentemente de derecho constitucional interno, al cual, a continuación, quisiera referirme brevemente, particularizando el caso de nuestro país. 

En México, como en casi todos los países del mundo, la Constitución es la norma fundamental y, por tanto, se encuentra por encima de las demás normas del ordenamiento. Esta superioridad de la Constitución respecto del resto de las fuentes, en nuestro sistema jurídico, no solo se encuentra explícitamente reconocida por el artículo 133 de la misma Constitución, sino que se distribuye a lo largo del ordenamiento a través de múltiples disposiciones que regulan los procedimientos de creación normativa.
[8]
De tal suerte que se puede apreciar, en el esquema de fuentes, que la Constitución misma reconoce a los tratados como parte del sistema jurídico nacional; pero también puede apreciarse que la materia relativa a las fuentes se encuentra dispersa por todo el articulado constitucional y su sistematización es deficiente e incompleta. No existe, al menos no con la claridad que se desearía, un esquema completo y claro de las fuentes del derecho a nivel constitucional y, en consecuencia, no se cuenta con una referencia que permita ubicar jerárquicamente a los tratados internacionales en el esquema constitucional de fuentes del derecho.

Igualmente, del análisis de algunos preceptos constitucionales (artículos 133, 76, 89, 15 y 27) se arriba a dos conclusiones:

1. Que con excepción de algunos casos, no existe en la Constitución un reconocimiento expreso de validez intrínseca del Derecho Internacional. Es decir, las normas de derecho internacional no son válidas per se en nuestro país, pues su eficacia opera en tanto son aceptadas expresamente por la Constitución; y 

2. Que las normas de derecho internacional se encuentran en un rango inferior de jerarquía al de la propia Constitución. 

Una vez que los tratados son celebrados y ratificados en los términos que la Constitución señala, es decir incorporados al ordenamiento nacional (lo que presupone su adecuación a la Constitución), se plantea el problema de su aplicación. Uno de los temas que me tiene esta mañana frente a ustedes.

Los problemas en la aplicación de los tratados internacionales.

Debemos comenzar por decir que hay estipulaciones contenidas en los tratados internacionales que pueden ser aplicadas de inmediato (self-executing), en tanto que otras, en cambio, requieren de un procedimiento legislativo posterior (non self-executing). De lo cual, resulta claro que la incorporación de los tratados al derecho interno se da generalmente de manera automática; es decir, no se requiere un acto de producción normativa interna, ya que una vez ratificado internacionalmente, en el nivel interno requiere sólo de su publicación.

Para identificar cual es el derecho aplicable a los tratados, debemos entender que los tratados son actos jurídicos esencialmente internacionales y, en consecuencia, es el derecho internacional el que rige su celebración, validez y terminación. El derecho interno, por su parte, sólo se encargará de designar el órgano del Estado que tendrá competencia para celebrarlos, pero también el que deba aplicarlos; señalará los requisitos que deben cumplirse para su perfeccionamiento y determinará la jerarquía que tienen al interior del Estado. 

Pero es importante señalar que la ejecutividad de las normas contenidas en los tratados deberá determinarse de manera casuística, dependiendo de la naturaleza de las mismas y, sobre todo, atendiendo a la interpretación que los jueces les den. 

CONFLICTOS EN LA APLICACIÓN DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES AL INTERIOR.

La importancia de determinar la jerarquía que tienen los tratados en el orden local deviene, más bien, de las contradicciones que eventualmente pudieran suscitarse en la aplicación preferente de uno de los dos órdenes. 

En relación con este potencial problema se han pronunciado diversos autores
[9] elaborando algunas teorías y criterios de solución que, en esta ocasión, en atención a su tiempo, no mencionaré, pero que tienen que ver con criterios de interpretación según el tiempo de celebración del tratado y de expedición de la ley. Es decir, si el tratado internacional se celebra con posterioridad a la expedición de la ley nacional; o bien, si por el contrario, resulta más delicado determinar que sucede cuando es la legislación nacional la que resulta posterior en el tiempo. 

Ante este último tipo de conflictos pueden suscitarse básicamente tres supuestos:
[10]
A. Que la ley emitida con anterioridad no sea obstáculo para que el derecho internacional pueda surtir efectos, aún y cuando esté en aparente contradicción con la normatividad interna.

B. Que la ley emitida con posterioridad y en contravención a las normas internacionales frene la aplicación del derecho internacional. 

En esta categoría de casos será generalmente el Tribunal Constitucional quien declare la solución a favor de la aplicación del derecho nacional o del internacional según el caso y señale su inconstitucionalidad y posible anulación.

C. Que la legislación nacional paralice completamente la aplicación del derecho internacional.

Esta tercera categoría, que es la que con mayor frecuencia se presenta en los órdenes jurídicos internos, ha ido cediendo su lugar a nuevas formas de resolver los conflictos por los Tribunales.

Ejemplo de ello es un conocido asunto resuelto por el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre la aplicación del convenio 87 de la OIT, el cual, habiendo sido firmado por México desde años atrás, no comenzó plenamente su eficacia, sino hasta el pronunciamiento de la Corte en el sentido de su primacía sobre el derecho interno y particularmente de la declaración de inconstitucionalidad de los artículos de la Ley Burocrática que limitaban la libertad de asociación.

Surge con todo lo anterior una nueva interrogante ¿Quién debe determinar qué ley es la aplicable al caso concreto? 

ORGANOS COMPETENTES PARA LA APLICACIÓN DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES AL INTERIOR DEL ESTADO.

Por principio debe decirse que la contradicción entre normas internacionales y de derecho interno generalmente plantea problemas de mera legalidad, es decir problemas de oposición entre tratados internacionales y leyes ordinarias, en los cuales se trata de precisar si una norma ha sido correctamente aplicada, o bien, de tratarse de oposición entre normas secundarias, determinar cual debe ser aplicada con preferencia sobre la otra. Sin embargo, también pueden suscitarse problemas de constitucionalidad propiamente dicha; esto es, casos en los que sólo deba resolverse sobre la concordancia u oposición entre las normas internacionales y los preceptos constitucionales.

También sobre el particular existen numerosas opiniones, de entre las cuales destacamos la que opta por señalar que el problema no es de jerarquía de normas; sino de ámbitos de aplicación de estas.
[11]
Estos conflictos derivan, en mi opinión, de la interpretación de la parte final del artículo 133 constitucional, misma que dispone la obligación para los jueces de los Estados, de arreglarse a la Constitución, las leyes del Congreso que de ella emanen y los tratados que estén de acuerdo con la misma, a pesar de lo que en contrario dispongan las constituciones o las leyes de los propios Estados. De lo anterior se derivan principalmente dos tipos de conflicto y algunos criterios de solución.

1. Conflictos entre tratados internacionales y leyes federales.

2. Conflictos entre tratados internacionales y leyes locales.

Las soluciones a estos conflictos son múltiples y muy diversas. Podrían aplicarse a los casos concretos, por ejemplo, las normas generales de interpretación y resolver de acuerdo a los principios de especialidad (ley especial priva sobre ley general), cronológico (ley posterior priva sobre ley anterior), etc. Sin embargo, estos criterios no tienen un alcance unánime ni pueden aplicarse en todos los casos ni por todas las autoridades. 

En esa tesitura podría decirse que la determinación sobre qué ley en particular es aplicable al caso concreto en un conflicto de normas, eventualmente podría darse por el órgano de control constitucional o por una autoridad ordinaria, según la instancia en que la cuestión haya sido planteada. 
No obstante, podría argumentarse en contrario que si se considera que la Constitución rige la totalidad del orden jurídico, el control de la legalidad sería una forma indirecta de control constitucional, dado que en un sistema no pueden separarse las partes de un todo.

En ese supuesto, se hace aplicable la tesis que aparece bajo el rubro “CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN, cuyo texto es el siguiente:
[12]
El texto expreso del artículo 133 de la Constitución Federal previene que "Los Jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.". En dicho sentido literal llegó a pronunciarse la Suprema Corte de Justicia; sin embargo, la postura sustentada con posterioridad por este Alto Tribunal, de manera predominante, ha sido en otro sentido, tomando en cuenta una interpretación sistemática del precepto y los principios que conforman nuestra Constitución. En efecto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el artículo 133 constitucional, no es fuente de facultades de control constitucional para las autoridades que ejercen funciones materialmente jurisdiccionales, respecto de actos ajenos, como son las leyes emanadas del propio Congreso, ni de sus propias actuaciones, que les permitan desconocer unos y otros, pues dicho precepto debe ser interpretado a la luz del régimen previsto por la propia Carta Magna para ese efecto.”

Amparo en revisión 1878/93. Sucesión intestamentaria a bienes de María Alcocer vda. de Gil. 9 de mayo de 1995. Once votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Alfredo López Cruz.

Amparo en revisión 1954/95. José Manuel Rodríguez Velarde y coags. 30 de junio de 1997. Once votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Mario Flores García.

Amparo directo en revisión 912/98. Gerardo Kalifa Matta. 19 de noviembre de 1998. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: José Vicente Aguinaco Alemán y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Alejandro Villagómez Gordillo.

Amparo directo en revisión 913/98. Ramona Matta Rascala. 19 de noviembre de 1998. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: José Vicente Aguinaco Alemán y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia, hizo suyo el proyecto Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Miguel Ángel Ramírez González.

Amparo directo en revisión 914/98. Magda Perla Cueva de Kalifa. 19 de noviembre de 1998. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: José Vicente Aguinaco Alemán y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guillermina Coutiño Mata.

Como se viene manifestando, el problema reviste complejidades que no admiten soluciones unánimes ni criterios uniformes en la resolución de estos planteamientos; sino que, por el contrario, se aprecia que la solución a estas cuestiones debe encontrarse siempre en el caso específico,
[13] y no buscando criterios únicos, absolutos o inmutables, sino que es preciso el análisis de las peculiaridades de cada asunto. 

Pero no debe dejar de destacarse que ello debe ser siempre buscando armonizar ambos órdenes, pues es deber de todos los Estados Partes en los convenios internacionales buscar su plena efectividad y deber ineludible de todos los operadores jurídicos buscar su plena vigencia.

Pero únicamente pretendo dejar la reflexión para que los órganos encargados de elaborar y aplicar la ley, cumplamos debidamente con las atribuciones constitucionales que nos corresponden. Y, solamente para finalizar, quisiera dejar expuestas algunas propuestas de cambio que pueden extraerse de la opinión de algunos autores que se han ocupado del tema
[14] y que, desde nuestro punto de vista, son las más necesarias para hacer realidad el sueño tan largamente acariciado de darle plena efectividad a este tipo de tratados:

1) Establecer, a nivel constitucional, una jerarquía axiológica que postule expresamente la preponderancia de los tratados por encima de las leyes federales. Incluso estableciendo como obligación genérica el interpretar todo el sistema jurídico de manera que se adapte lo más posible a los pactos internacionales sobre derechos fundamentales. 

Esta última propuesta ha sido incorporada ya al proyecto de nueva ley de amparo que, coordinado por la Suprema Corte  de Justicia de la Nación, ha sido presentado al Congreso de la Unión. De la misma manera, en días pasados ha sido presentada al Congreso de la Unión una iniciativa de reforma constitucional que se ocupa del tema de los derechos humanos, señalando como un deber de la autoridad el proteger los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales; pero, desde nuestro punto de vista, sin ser precisa en señalar la jerarquía normativa de estos instrumentos e introduciendo la complejidad de determinar cuáles son los tratados que contienen derechos humanos que deberá aplicar la autoridad. 

Quizá mayor trascendencia tendría el que se pudiera establecer similar jerarquía en la interpretación, a los tratados internacionales en materia de derechos humanos que a la Constitución.

2) Mejorar la capacitación de los funcionarios judiciales en materia de tratados internacionales.

Esta propuesta es sin duda una de las más importantes y quizá la que con mayor entusiasmo me tiene charlando con ustedes. No solo se trata de sensibilizar a jueces y magistrados sobre la necesidad de conocer y aplicar los tratados internacionales que les sean vinculantes de conformidad con nuestro derecho interno; sino que se trata de hacer llegar esta necesidad hasta el último de los funcionarios judiciales y, por supuesto, a todos los demás operadores jurídicos. Es necesario que los Institutos de la Judicatura o Escuelas Judiciales incorporen a sus planes de estudios materias de derecho internacional, tratados internacionales y derechos humanos, así como llevar a cabo cursos, seminarios o diplomados en dichas materias, con el fin de conocer la normatividad internacional, la costumbre y jurisprudencia internacionales. De manera que todos, pero en particular los jueces, seamos concientes de que el primer juez internacional es el juez de primera instancia. 

3) Perspectiva de género en la interpretación y aplicación de las normas de derecho internacional.

Otro asunto de capital importancia, particularmente para el tema que nos ocupa, es el de adoptar una perspectiva de género, no solamente en la interpretación judicial, sino en general en todos los niveles de gobierno, los Poderes de la Unión y en el resto de los operadores jurídicos, particularmente en los litigantes. 

Destaco lo anterior porque, como ya lo hemos indicado, es sumamente importante que los jueces tengamos una capacitación amplia y completa en el conocimiento del derecho internacional, pero más lo es el que tengamos una capacitación pormenorizada en los tratados sobre derechos de la mujer, principalmente quienes pertenecemos al género femenino, pero no exclusivamente.

La perspectiva de género debe ser adoptada por todos, debe buscar eliminar del lenguaje los aspectos sexistas y “los estereotipos de género basados en la exaltación de lo masculino y la devaluación de lo femenino [que son] elementos que contaminan a las normas dotándolas de componentes discriminatorios.” “El lenguaje sexista y la sobre valoración de lo masculino respecto de lo femenino también se filtran en la tarea de interpretar la norma”,
[15] pero también en la de aplicarla o la de solicitar su aplicación.
Entonces resulta imperativo que esto no suceda, porque el derecho, entre otras cosas, busca la consolidación y el respeto a los derechos humanos, entre ellos, por supuesto, los de las mujeres.

Si en la interpretación y aplicación de la norma buscamos incorporar la perspectiva de género tomando como referente los tratados en materia de derechos humanos de las mujeres, estaremos obligando a todos los operadores jurídicos a asumir esa perspectiva y los resultados, por supuesto, saltarán a la vista.
Cito, a guisa de ejemplo de lo que debe reconocerse como un principio que introduce la perspectiva de género, el artículo 2 de la Convención de Belem Do Pará: 

"Los Estados partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, y convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer…”

4) Implementación del medio de control constitucional conocido como “Cuestión de inconstitucionalidad”

La cuestión de inconstitucionalidad consiste, en palabras de Manuel Aragón, en hacer no sólo que el derecho, todo el derecho, sea "constitucional", sino sobre todo que, aplicando la Constitución, se aplique también la ley.
[16]
La cuestión de inconstitucionalidad plantearía la coexistencia de un tribunal constitucional y un sistema de aplicación judicial de la Constitución por todos los jueces y tribunales, pues permitiría que los jueces locales consultaran al tribunal constitucional sobre las dudas en la aplicación de una norma, ya sea tratado internacional o ley federal y la constitución o cualquiera de las posibles combinaciones entre estas normas.

Con la implantación del sistema propuesto, se zanjarían, en mi opinión, aquellas interminables dudas sobre ¿qué debe hacer un juez del fuero común cuando se da cuenta de que las normas que invocan las partes y que él mismo tiene que aplicar en un juicio pudieran ser inconstitucionales? ¿Debe aplicar la ley aunque crea que con ello está violando la Constitución? ¿Cómo funciona el principio de supremacía constitucional con respecto de los jueces y de las normas que aplican en los diversos procedimientos de que conocen? ¿Están los jueces vinculados a los mandatos constitucionales con la misma "intensidad", como diría Eduardo García de Enterria, que a las leyes?

En fin, considero que la implantación de la cuestión de inconstitucionalidad, puede resolver los graves problemas de desajuste jurisdiccional y, lo que es más importante, de inseguridad jurídica que muchas veces se suscitan por estas cuestiones.
5) Introducir la figura de la Inconstitucionalidad por omisión legislativa.

Es esta una figura que convendría introducir a nuestro derecho, pues consiste, esencialmente, en exigirle al legislador, dentro del marco de la libertad que supone la propia norma constitucional, que regule o legisle sobre alguna cuestión en la que existe un silencio, de la ley o del legislador mismo, que crea o mantiene situaciones no queridas por la propia Constitución.
[17]
Excedería la hospitalidad y la atención que amablemente me brindan el exponer a fondo esta figura, pero considero necesario poner al menos un ejemplo que aclare mi postura. El inciso f) del artículo 2 de la convención ya citada, establece como compromiso de los Estados Partes en la misma, la de “adoptar las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer. También excedería el espacio que me permiten el señalar a detalle que esta disposición no se cumple en buena parte de nuestro país; pero considero que lo expresado es útil para sustentar nuestra propuesta de hacer que, por medio de esta nueva perspectiva de la justicia constitucional (la inconstitucionalidad por omisión), se puedan concretar más efectivamente las disposiciones de normas internacionales como las que se refieren a derechos humanos de las mujeres.

6) Control previo de tratados internacionales.

Finalmente, una breve alusión a otra figura de derecho comparado que no está contemplada en nuestro sistema jurídico, que consiste en establecer un mecanismo para que el Tribunal constitucional pudiera examinar la constitucionalidad de un tratado internacional a celebrarse por México, previamente a su firma y ratificación.

No abundaré tampoco en la explicación de la figura, pero quisiera hacer algunos comentarios finales,

A MODO DE CONCLUSIÓN.

Los Tratados Internacionales comienzan ya a convertirse en una referencia esencial para quienes somos operadores del derecho. Jueces, litigantes, investigadores, legisladores, estudiantes, a todos en general nos debe interesar que la situación de las mujeres mejore.

Que no sigamos viendo ni tolerando que, por todas partes, quizá en muchos casos más cerca de lo que esperaríamos, se violen los convenios internacionales sobre violencia contra las mujeres; que no sigamos tolerando que se discrimine en este país a mujeres que, por situación de pobreza, han migrado para ser explotadas sexualmente; que no toleremos que en la educación familiar subsistan los esquemas de desigualdad que luego se transmitirán con mucha certeza a los esquemas sociales, ni permitamos que las mujeres sigamos siendo discriminadas por cualquier causa; que no permitamos que muchos padres se desentiendan de sus obligaciones educativas para con las niñas, ni que el Estado se desentienda de la obligación de prestar los servicios médicos y de atención sanitaria a las mujeres más necesitadas, para que no sigan muriendo mujeres por enfermedades o por parto.

De los resultados que tengamos en la armonización de las jurisdicciones nacional e internacional y de la efectividad que logremos imprimir a los derechos humanos de las mujeres dependerá lograr una protección efectiva de sus derechos, siempre atendiendo, por supuesto, a su progresividad.

Se dice que el nivel de civilización de una sociedad se mide por el respeto con que se trata a las mujeres y por el grado de influencia que ellas alcanzan en esa sociedad. Por eso necesitamos que los derechos consagrados en los instrumentos internacionales sean conocidos y ejercidos, que se vuelvan medios útiles para que las mujeres podamos ejercer un mayor grado de influencia en nuestra sociedad.

Si conocer los derechos consagrados a nivel local es importante para afianzar la igualdad de género, conocer los contenidos en los tratados internacionales amplía la posibilidad de lograrlo. 

La mujer del tercer milenio, a mi modo de ver, tiene que ser una mujer no solamente informada o formada profesionalmente; sino que debe ser una mujer que, a pesar del ámbito en que se desempeñe, sea conciente de que los tiempos que le ha tocado vivir son tiempos de igualdad, tiempos de conocer sus derechos, tiempos de ejercerlos.
Los tratados internacionales celebrados por México en la materia no son extremadamente numerosos, pero si, considero, suficientes para comenzar a crear una nueva cultura de la legalidad que abreve en los instrumentos internacionales y convierta eso que muchos llaman cartas de buenas intenciones, en lo que verdaderamente son: normas jurídicas de derecho internacional que, cuando siguen los procedimientos establecidos en la Constitución se convierten en Ley suprema de la Unión. Que así sea.

Muchas gracias.

�[1] Con la reforma del 26 de diciembre de  1997 al Código Penal para el Distrito Federal se estableció un capítulo especial que trata sobre la Violencia familiar; capítulo que subsiste en el Nuevo Código Penal para el Distrito Federal.


�[2] En el primer Código Civil para el Distrito Federal (1928) ya se establecía que “La capacidad jurídica es igual para el hombre y la mujer; en consecuencia, la mujer no queda sometida, por razón de su sexo, a restricción alguna en la adquisición y ejercicio de sus derechos civiles”  [Art. 2º  Código Civil para el Distrito Federal]. Sin embargo, en otros artículos del mismo código se contenían disposiciones como estas: 


“ARTICULO 174.- La mujer necesita autorización judicial para contratar con su marido, excepto cuando el contrato que celebre sea el de mandato.


ARTÍCULO 175.- También se requiere autorización judicial para que la mujer sea fiadora de su marido o se obligue solidariamente con él, en asuntos que sean del interés exclusivo de éste.


La autorización, en los casos a que se refieren los dos artículos anteriores, no se concederá cuando notoriamente resulten perjudicados los intereses de la mujer.


Esta no necesita autorización judicial para otorgar fianza a fin de que su esposo obtenga la libertad.  


ARTÍCULO 176.- El contrato de compra-venta sólo puede celebrarse entre los cónyuges cuando el matrimonio esté sujeto al régimen de separación de bienes.  


ARTICULO 177.- El marido y la mujer, durante el matrimonio, podrán ejercitar los derechos y acciones que tengan el uno en contra del otro; pero la prescripción entre ellos no corre mientras dure el matrimonio. 


Los artículos 174 y 175 se derogaron el 6 de enero de 1994.


�[3] En la Convención sobre Nacionalidad de la Mujer, suscrita en Montevideo, Uruguay, México formuló la siguiente reserva: "El Gobierno de México se reserva el derecho de no aplicar la presente Convención en aquellos casos que estén en oposición con el Artículo 20 de la Ley de Nacionalidad y Naturalización, la cual establece que la mujer extranjera que se case con mexicano, queda naturalizada por virtud de la ley, siempre que tenga o establezca su domicilio dentro del territorio nacional". Dicha Ley en la actualidad, ha sido reformada para quedar como sigue: 


“Artículo 20.- El extranjero que pretenda naturalizarse mexicano deberá acreditar que ha residido en territorio nacional cuando menos durante los últimos cinco años inmediatos anteriores a la fecha de su solicitud, salvo lo dispuesto en las fracciones siguientes:


I.- …


II.-…


…


…


En el caso de matrimonios celebrados entre extranjeros, la adquisición de la nacionalidad mexicana por uno de los cónyuges con posterioridad al matrimonio, permitirá al otro obtener dicha nacionalidad, siempre que reúna los requisitos que exige esta fracción, y


�[4] En el artículo 163 del Código Civil para el Distrito Federal de 1928 se establecía que “la mujer debe vivir al lado de su marido. Los Tribunales, con conocimiento de causa, eximirán a la mujer de esta obligación cuando el marido traslade su domicilio a país extranjero, a no ser que lo haga en servicio de la patria, o cuando se establezca en un lugar insalubre o indecoroso”. Dicho precepto fue reformado en el año de 1983, y el texto actual ya no se refiere a la mujer únicamente, sino a ambos cónyuges.


�[5] El texto del CCDF de 1928, en el capítulo relativo “a los derechos y obligaciones que nacen del matrimonio”, se establecía que la mujer era la que tenía a su cargo  la dirección y cuidado de los trabajos del hogar, y que podía desempeñar un empleo o ejercer una profesión, industria, oficio o comercio, siempre y cuando no se afectara la labor antes mencionada. Además, se establecía que el marido podía oponerse a que la mujer desempeñara alguna labor fuera del hogar, cuando subviniera las necesidades del mismo y fundara la oposición en causas graves y justificadas. El 25 de mayo de 2000, dicho capitulo se reformó, y actualmente establece que los cónyuges [ya se refiere tanto a la mujer como al hombre] tienen en el hogar autoridad y consideraciones iguales, por lo tanto, resolverán de común acuerdo todo lo conducente al manejo del hogar, a la formación y educación, así como a la administración de los bienes de los hijos.


�[6] Estos delitos fueron incorporados al Código Penal para el Distrito Federal con la reforma del 26 de enero de 1940; en el Nuevo Código Penal para el Distrito Federal están regulados en el Capítulo III (Lenocinio) del Título Sexto (Delitos contra la moral pública).


�[7] Con la reforma del  17 de octubre de 1953 se le reconoció a la mujer el derecho al voto. Con la reforma constitucional de mil novecientos cincuenta y tres, se reconoció la aptitud política de la mujer, y se propuso una revisión completa de los ordenamientos que contemplaban la participación de la mujer en los procesos educativo, cultural, económico y social.


Así, se tocó el renglón educativo, las actividades productivas y, reconociendo los contrastes existentes entre el varón y la mujer, se “ordenó la igualdad jurídica entre los sexos, enmarcándola entre los derechos a la educación y el trabajo”, lo que, se dijo, serviría de pauta para modificar las leyes secundarias, federales y locales que incluían modos sutiles de discriminación para la mujer.


La igualdad de hombres y mujeres ante la ley que se elevaba a rango constitucional, suponía modificaciones en el ámbito legislativo, reconociéndose así el papel importantísimo que desempeña la mujer mexicana en la vida económica del país en tanto la mitad o más de nuestro potencial humano está constituido por mujeres capaces de enriquecer todos los espacios sociales, culturales, políticos nacionales, al mismo tiempo que logran su propia superación como personas, profesionales y ciudadanas.


Dentro de esa misma línea de pensamiento, se planteo la reforma del artículo 30 constitucional a fin de establecer estricta igualdad entre varones y mujeres para adquirir los beneficios de la naturalización mexicana; así como del artículo 123, Apartados A y B, por tener la igualdad entre el hombre y la mujer implicaciones en el Derecho Laboral, estableciendo como única diferencia en este ámbito aquélla que derive de la protección social a la maternidad, preservando la salud de la mujer y del producto en los periodos de gestación y lactancia.


�[8] Prueba de lo anterior, es el esquema de fuentes que regula la Constitución, que en opinión de Carbonell, Miguel. Constitución, Reforma Constitucional y fuentes del derecho en México. UNAM-IIJ, México, 1998, es sustancialmente el siguiente:. 


Reforma Constitucional (artículo 135).


Tratados Internacionales (artículo 89, fracción X, y 76, fracción I).


Normas con rango y valor de ley: a) Leyes Federales del Congreso (artículos 71 y 72); b) Facultades Extraordinarias del Presidente de la República en los casos de suspensión de garantías (artículo 29); c) Regulación económica del comercio exterior (artículo 131, párrafo II); d) las medidas de salubridad general (artículo 73, fracción XVI); y e) Ley reguladora del régimen y estructura interna del Congreso de la Unión (artículo 70, párrafo II).


Normas reglamentarias del Poder Ejecutivo (artículo 89, fracción I; 27, párrafo quinto y 92).


Normas reglamentarias de los Órganos Constitucionales a) Suprema Corte de Justicia de la Nación (artículo 94, párrafos quinto y sexto; b) Instituto Federal Electoral (artículo 41, fracción III).


Normas para la admisión de nuevos Estados en la Federación (artículo 73, fracción III).


Jurisprudencia del Poder Judicial de la Federación (artículo 94, párrafo séptimo)


Principios Generales del Derecho (artículo 14, párrafo cuarto).


Usos y costumbres de los pueblos indígenas (artículo 2º).


�[9] Ortíz Ahlf, et. all, op. cit. p.p. 27-30. Gomez-Robledo Verduzco, Alonso. Temas Selectos de Derecho Internacional. Universidad Nacional Autónoma de México, México, 1999, p. 116. De Silva, Carlos. “Los Tratados Internacionales y la defensa de la Constitución”. La defensa de la Constitución. Luis M. Pérez de Acha y José Ramón Cossío, compiladores, Fontamara, México, 1997;


�[10] Gomez-Robledo, op.cit,, p. 116.


�[11] Vázquez Pando, Fernando A. Jerarquía del Tratado de Libre Comercio entre México, Estados Unidos y Canadá en el sistema jurídico mexicano, en Panorama Jurídico del Tratado de Libre Comercio, Memorias, México, Universidad Iberoamericana, 1992, pp. 35 y ss. También expuesto en Ortiz, et. all., op. cit. pp. 23 y sig.


�[12] Tesis P./J. 74/99. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, Agosto de 1999, p.5.


�[13] En el mismo sentido, De Silva, op. cit., pp. 92 y 93, quien incluso sugiere algunas circunstancias a considerar en la resolución de los casos concretos. 


�[14] En nuestra investigación de bibliografía nacional respecto al tema tratado, hemos tenido la fortuna de encontrar las magistrales exposiciones de Don Carlos de Silva. Op. cit.; así como la de Don Alonso Gómez-Robledo Verduzco. Op. cit, p.p. 103-116. Propuestas más concretas se encuentran en Carbonell, op. cit. p. 210 a 213 y Corcuera, Santiago. La jerarquía de las normas sobre derechos humanos a la luz de las normas de jus cogens internacional.  Trabajo Inédito. op. cit., p. 39.


�[15] Gallo Campos, Karla. La perspectiva de género en el derecho. Ponencia presentada en la Reunión Nacional de Juzgadores con las instancias de la mujer, organizada por el Instituto Nacional de las Mujeres. Cuernavaca, Morelos, 25 de octubre de 2002. Véase también Salinas Beristain, Laura. Derecho, género e infancia. Mujeres, niños, niñas y adolescentes en los Códigos Penales de América Latina y el Caribe Hispano. Universidad Nacional de Colombia, UNIFEM, UAM, 2002.


�[16] Vid. Corzo Sosa, Edgar. La cuestión de inconstitucionalidad. Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 1998, 575 pp.


�[17] Vid. Villaverde, Ignacio. “Un nuevo reto para la justicia constitucional”. En Carbonell, Miguel, coord. En busca de las normas ausentes. Ensayos sobre la inconstitucionalidad por omisión. IIJ-UNAM, 2003.





